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■RESOLUCION FINAL

n. HECHOS DENUNCIADOS

FJ día 31/08/2022 (folios L4), la Presidencia expuso en su denuncia que de coofonnidad con los

artículos 69 letra a). 58 letras b), f) y k). 18 letra h) en relación con el ariiculo 44 letra e) iodos de la Ley

de Protección al Consunudor —en adelante IPC—, la Dcfensoría del Consumidor -en adelante DC—

que en virtud del Decreto Legislativo número 309 de feclu 13/03/2022, publicado en el Diario Oficial
'W. 5L Torno 434, de esa niisnia fecha, se promulgó la Ley Especial lransitoria de Combate a la

Infiación de Precios de Productos Básicos, misma que confirió a la DC -en el articulo 4 inciso

segundo—, el deber de ""realizar las medidas de moniíoreo y vigilancia en el mercado de los productos

incluidos en este Decreto, aíTn da garantizar que las reducciones arancelarias se vieran reflejadas en los

precios ai consumidor finafk por lo que, en e! ejercicio de tales atribuciones, la DC mantuvo un

moniíoreo y vigilancia pemiancnic del precio de los granos básicos a nivel nacional, que permitió

conocer el comportamiento del mercado, siendo particularmente relevante que a partir del mismo se
fecílitó adveitir de Ibrma rápida tendencias que indicaban el alza o incrementos en los precios de dichos
bienes,

A partir de lo anterior, en fecha 09/ID/2022, se realizó inspección en e! establecimiento denominado
""Distrilitilctera San Benito^:: ubicado en.

municipio de San Juan Opico, departamento de La Libertad, propiedad del señor José |
Antonio fscobar Orellaiia, levantando el acta de inspección 0001206 (folios 5-8. tomo I), constatando j
a paitií del máíWis de la información recibida, que el señor José Antonio Escobar O relian a, •
comcrcidh/ibu en su establecimiento maíz blanco > frijol rojo con aumento en su precio de venia sin [

1
ninguna justifícaciom núes a pesar que sus precio- de compra se mantuvieron fijos a SIOJO y S46.59 1
dólares —rcspcctn amcntC"™' incrementó su precio de venta sin IVA, en el caso del mak blaiicp realizo
un incremento i^nirc los meses de Jimiú y ¡miio del año 2022 de $2.66 déíares por quintal y en el caso
del fríjol leabzó un u-icremenio entre los meses de mayo a Jmtiú del añú 2022 de $6.19 dólares
por quinuiL



En ese sentido, señaló la dcniniciantc que con tales aumentos aiccló la economía tamiliar de los

cqosnmidores, lo cual podría considerarse raaniobra o artificio para la consecución del alza

de precios de productos de primera necesidad o alimentos, sobre todo en el momento de emi!^crl^ia

nacional que se encontraba viviendo el país; enriquecimiento que podría considerarse como iiifusiu o

inclusive ilícito, conducta que encaja en la práctica abusiva establecida en el artículo 18 letra !i) da a

LPC. lo cual da lugar a la conducta prevista en el articulo 44 letra e) de la LPC, el cual literalmente

dice: realizar prácticas abusivas en perjuicio de hs comumidores todo ello con base en el

acuerdo No. 22-BIS de fecha 11/03/2022, requiriendo el inicio del procedmiento adinmislxativo

sancionador en contra del proveedor José Antonio Escobar Orellana por posibles íncinnpliíiiientos a

la LPC, en perjuicio de los intereses económicos y colectivos de las y los consumidores.

B. Mediante la resolución de techa 12/09/2023 (folios 316-320, tomo 11), se ordenó el inicio al

procedmiento administrid^^ sancionador, por cuanto este Tribunal determinó que la demineia cuoiplia

con los requisitos exigióles previstos en los artículos 143 inciso final de la LPC, 71 y 150 de la Ley de

Procedimientos Administrativos, en adelante 1 PA

Respecto a la conducta observada por b Presidencia, tal como se desarrolló ampliamente en la

resolución antes citada, esic 'íYibunal analizó la calífieacióo de la misma, ordenando el inicio del

procedimiento contra José Antonio Escobar Orélláiia^ por el posible cometiroiento de la infracción

establecida en el artículo 44 letra e) de la I.PC en relación al artículo 18 letra h.) da la mismá ley; por

supuestamemíe realizar prácticas abusivas en perjuick) de im cimsumidúres, por ei incremento del

precio de del producto: mat blanco y frijol rojo.

Asimismo, se citó al proveedor denunciado para que compareciera a expresar su defensa por escrito

dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde el día siguiente al de la notificaeióo del auto de

inicio, respecto a los hechos atribuidos en su contra. Dicha resolución fiie legalmente notificada al

proveedor según acta de notificación de fecha 03/10/2023. según consta a folio 32 K tomo IL

ÍIl. ARGti.Vlf:N1^0S DE DEFENSA DE LA DEiWNCMDA Y FEÜEBA OFERTADA.

Se siguió el procedmfiento consignado en el articulo 144-A de la LPC. respetando la garantía de

audiencia y el derecho de defensa del proveedor José Antonio Escobar Orellaiia pues en resolución

de inicio de folios 3 16-320. tomo í!, se le concedió ei plazo de cinco días hábiles contados a partir del

siguiente al de la notificacióri de dicha resolución, para que -ncorporara por escrito sus argumentos de

defensa > presentara o propusiera la práctica de pruebas que ̂ stim ira coíiveiiiente.

Asi 12/10/2023 (folios 323-325, tomo II) se recibió escrito y documentación anexa

preseníados pr^r el proveedor denunciado, médiante e! cual contestó la audiencia coíicedida

maniiesrando, por cada hallazgo lo siguiente:



Á) Primer híillazgo por parte de ía DC; compras consignadas en la Declaración IJnka
CentrOainericana, en, sus síglas: DKCA número y de maíz blanco de

los meses de jnnio: y jnlio del año 2022.

Que et monto eonsignade en la BüCA no refleja el precio legal de compra o adquisición '
del quinal del maíz blanco, pues junto con tal documento debe considerarse la factura nicaragüense

número a nombre de la proveedora (Jompra y Venta de tiranos Básicos, señora

(folio 27, tomo l) quien a pesar de ser la verdadera proveedora del producto, declara su ■

tftercáitcía a ttavés de la seSoríi (folio 23, tomo 1), siendo el valor real del producto |

'áe $21.00 sin IVA por quintal, por ¡o que la ganancia sin ¡VA por quintal es de $2.89 dólares para el i

mes de mayo 2022, lo cual sostiene puede verificarse al momento de revisar los comprobantes de remesa '

regional (felio 24, tomo I). i

En reltóÓD. a la DCfCA que ésta se tacturó a un precio de compra de $10.00 dólares el j

día 15/06/2022.constando adjunta la factura nicaragüense numero expedida por la proveedora

antes referida (folio 1 K tomo í) en ia que se puede cousiaiar que sumado al precio del quintal por mak

blanco, se detallan costos Je tramite y báscula, factura cu>(^ monto retal es de $14,43(100 dólares por

la compra de 600 quintales de dicíto producto, lo que refleja un costo de compra da S24J)5 dólares sin

IVA por qímiíaiy siendo que la venta por qoíncal se realizó en S26.55 dólares, lagammaia por qumíai

fue de $2.30 dólares para al mes de junio 2022, es decir $0.39 centavos de dólar menos de gimmtcia

por qumiai respeeio ai mes de mayo 2022,

E' ñ consecuencia^ scjsticnc que este Tribunal, con la documentación que fue debidamtníe

proporcionada por su persona a la DC, podrá comprobar que oo se configura ia practicaabusiva atribuida

ya que con e! no de no afectar la economía de! consumidor final la ganancia por quimai se redujo en

S0.39 centavos de dólar sin [VA por quiníai, subrayando que como comerciantes asumió el aumcoio

de los Gostos de comercialización del maíz blauco« lo que rompe todo indicio de cometioiieoto de una

mffaccióiimiiy grave

B) Segundo liallazgo por parte de la i)C: compras consignadas mi la DUCA nlimero

y  , de frijol blanco de los meses de mayo y junio del aio 2022.

Que para conocer el precio real de la compra realizada e! día 1 i/05/2022 consignada en la DUCA

(folio 116. tomo 1) se debe considerar la factura de exportación número de techa.

10/05/2022 otorgada por la empresa ̂ Tmpoítaciones y Exportaciones Laguna'' que pertenece al señor

(folio .1.11, tomo 1) siendo su intermediaria de igual forma, la señora

indicando que lal como consta en dicha DUCA, e! precio de expomicióo es de S59J)0 ssn

IVAporqumíal



Que sin perjuicio de lo anterior, tai como consta en ta factura de exportací()n eKÍstaii otros

1 costos que deben valorarse tales como gastos aduaneros y costo de motoristas, sieiido estos vaíores

¡ agregados, los que producen que los precios de venta al consumidor final fluctúen, para ese mes, al valor

sin IVA por quintal de frijol ascendía realmente a $60.33 dólares sin ilVi,motivo por el cual dicha

factura —que comprendía una compra de 600 quintales— ascendía a un monto total de $36^206.00

dólmes.

Por último, en reJaciÓB a dicho punto, indico que tal como consta a folios 1.12 y 113, toino I, so

persona cancelo el monto total de ta factura al señor por medio da una transferencia

de efectivo, constando además en el folio 1 10, lomo I, el desglose manual que realuao para dar a conocer

eua! es el costo del producto puesto en la frontera de El Salvador,

En cuanto, a la .OUCA (folios 17 L tomo l) manifestó que la proveedora es también la

.señora y que, aunque el precio con el que aparece la DUCA. es de

$45.,00 dólares, el precio total que. pagó ftie el detallado en la factura número (folio 168, tomo I)

por el monto total de $35,730.00 dólares por 600 quintales de frijol rey o a razón de $5% SO dékires sin

IVA por quiniai. sin embargo dicho monto no c<.)nsidara los costos adicioiiales que se detallan, en el

folio 167. tomo ], lo que eleva el costo a un promcdiu de $68.24 dólares.

Por ello, colige que en ningún momento ha existido un incremento injustificado, sino por el contrario

los costos de su comercialización provocaron que en el mes de Junio 2022 existiera una variación en el

precio, reiTerando que es importante que este Tribunal valore todos los elementos verlidos y pueda tener

la plena, certeza que los incrementos a los que alude la DC no pueden adécuarsa a la práctica abusiva

establecida en. el artieuío^l^ de la LPC, púesto que la forma en que operó el mercado nacloeal e

iiiteriiacionai en la realidad si tuvo variación entrie el m.:es cié mayo y Junio del ano 2022, por lo que no

ha iitílizadp m.aniobra o artificio para incrementar el precio de venta de. los aludidos productos, alegando

que por el contrario, los precios de venta con los que ha comercializado el quintal de frijol son en

concordancia con los precios establecidos en la zona occidental del país.

Finalmente, expuso que es vital para él como comerciante, que sean analizados todos los elemeiiios

vertidos a efectos de no provocar un daño irreparable a su actividad comercial, puesto que cualquier

saEicion iiopediría la continuidad de su negocio, detallandi^ la prueba documenlai que ofrece > consta de

folios 326-334. tomo II:

IV. INFRACCIÓN ATRIBUTO A Y ELEVIENTO DE LA INFRACCÍÓM.

:  Según se consignó en la resolución de inicio, al proveedor denunciado se le atribuye la posible

, comisión de la infracción muy gra^e establecida en el articMio 44 letra e) de LPC. por realizar

pmcíiem aknsivm en perjuiem de Im comumidúres ; v r ? dación a! artículo 18 letra h) de la misma

;  lev, que esüiblcce que los proveedores tienen prohibido ( ni /r cualquier mauioh-a o aríiíkio p<ira la



consecución de alza de precios o acaparamümio de alunemos, artículos de primera necesidad y

servicios esemiaies i

Al respecto, el articulo 18 de la LPC\ paire de la base de que las prácticas abusivas son aquellas |
acciones del proveedor tendentes a colocar al consumidor en una situación de desventaja, de desigualdad |

0 que anulen sus derechos, siendo ei objeti\o del artículo en comento prohibir dichas dcciones. con el ,

fin de que el proveedor tenga un adecuado cooipomíníento en. su. relación con ios consumidores, creando I
en el mercado de bienes y servicios un clima de justicia, igualdad, transparencia y certeza. j

En ese sentido, el artículo 18 letra h) de la LPC, establece en especifico como práctica abusiva. la ̂

utilización de cualquier maniobra o artificio para ta consecución de alza de precios o acaparamiento de '

alimentos, artículos de primera necesidad o de servicios esenciales.

Asi, en razón de la LonáiiUd tipificada en la letra h) del artículo en comento, la Real Academia

Eispaoola define la palabta manioúra como aquel aríificio i' manejo con ctuc ai^tien interviene en un

negocio. Es decir, que la condiicta prohibida en el articulo en comento consiste en que un proveedor que ̂

tiene la capacidad de influir en el mercado realice actividades tendeóles a ocasionar un al/a de precios [

de la cual (.)bienga mi beneficio económico, en desventaja de los consumidores, lo cual es inaceptable

en el contexto de la normativa de consumo.

En ese mismo orden» en ei referido artículo se establecen dos supuestos posibles a considerar dentro

de la práctica abusiva: í) e) aiza de precias: y, ii) ei acaparamieHtiK siendo qua en los dos casos se debe

dar alguna maniobra por parte de! proveedor que sea tendente, ya se:i, al aMmento de forma sábiia,

injusiijlcada y despropúrcionada deJ precio de los producías (aiimentús y artículos) de ptimerm

1 necesidad y servicias esenciaies. o a la actmmlaúión o reíemción dC: los mismos.

Ahora bien, de acuerdo a la finalidad > espíritu de la I lanco el alza de precios v el acaparaonemo

de productos d.e primera necesidad y servicios esenciales pueden ser de tal magnitud que arecten eí

precio de dichos productos y/o servicios o el dcsabastec¡miento de los mismos en el mercado local O;

nacional, lo eiial implica que la conducta que provoque tales situaciones sea constitutiva de infracción

sí media cualquier maniobra o artificio para dichos íines. V es que, la finalidad del artículo en comento,

es que los bienes esenciales para la subsistencia diaria esten de manera accesible al alcance ccononiico

y geográfico de los y las consumidores, en aras de potenciar ana adecuada calidad de vida.

En el presente caso, se trata de determinar si la conducta alegada por Presidencia de la DC, en

rebicióo al proveed^)r denunciado, se adecúa al tipo contenido en la infracción de realización de practicas

abusivas, por la utilización de cualquier maniobra o artificio para la consecución del alza de precio de
os productos maíz h!anc(> y frijol rojo.

CRITERIO iCARA LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA



Este TríbiiD.ai. valorará la prueba de confonindad a los métodos aceptados en el ordeiiaoiiento

jurídico, pam posterionriente determinar si en el presente procedimiento, se ha configurado la ioitaccióo

atribuida al denimciado, delimitada en el romaiip IV de la preseiiteresoluGión.

El artículo 313 del Código Procesal Civil y MeroaiittI —en adelante CPCM—, de aplicación

supletoria en el presente pmeedimiento conforme lo dispuesto eo el artículo 167 de la LPC, señala que

la pnieba. tendrá por objeto las afirmaciones expresadas por las paites sobre Jos lieelios controvertidos;

prueba que, además, debe haber sido obtenida de forma lícita, debe estar relacionada con al objeto de la

misma y ser idónea según las reglas y criterios razoaables. £n otras palabras, para que una prueba sea
i

i valorada debe ser oportuna, pertinente y conducente.

Asimismo, de conformidaxl con los artículos 146 de 1.a LPC y íQ6 inc. 3"" de la LPA, las pruebas

oportunas, pertinentes y conducentas aportadas en el procediniiento, serán valoradas conforme a. las

: reglas de la. sana crítica;: a ex;cepción de la prueba documentaL la cixaí se realizará conform.e al valor

tasado de ia misma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constiliicional ••• ■ en adelante SCn - en la .resolución final pronoiiciada

en el proceso acumulado con número de referencia 23~2()03<A i-2003/5()-2i)03/i7-'20()5/2fo2005. de

fecha 1H/12/2009, en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: 'Xjmndi> la dnlizacíon '

' Je ia m£xima de experiemiu. viem predetermimidú pm la marma pmcesal^ kmMaifM>s dei siMemm de

.  %'üiúración denammudú ptrneba tasada a tarifa iegai; es decir, en la prueba imada o tarfi legal lo

que hace el legislador es proveer una Je las mch irnos qm deben integrarse al razanamienio probaiano

del juez, como la premísá mayor Je! silogismo JmJamentai sobre cada medio de prmba fCy .el

legislador señala mm lisia de medios de prueba y a cada uita ie migma mt determinaday preciso valor

pmmmriú -certeza objetiva-: es deK.ir qiu. cu esic cuso, amparado en la segundad jurídica, el

legislador determina previamente ¡a múxiom de experienciii aimqi4e con distinta Jimrza dependiendo

de la prueba de que se irate'l (i.os resaltados son nuestros).

Dicho esto, el articulo 106 inc, 6^ de la LPA dispone: ''Los documenios formalizados por ios

Jimcionarios' a los que se reconoce la cúndieión de autoridad y en las que, obsermndúse ios requisitos

legales c&rrespondLnies se recojan (os hechos constatados por aquellos, harán prueba de estos salvo

¡ qiie se acredite lo contrario

Además, el anículo 341 del CPCM deierniina el valor probatorio de los inslrumeo.tos, así: ''Los

irntrumentús pábiicm comtitturan prueba fehaciente de ios hechos, actos o estado de cosas que

Idúcumemen; de la fecha y personas que ¿mervíenen en el mismo, asi como del fedatario ofuncianario

' que lo expide. Los mstrumenim privados hacen prueba plena de su contenido y oíoiganics. s' no ha

sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada^ Si ma quedé démústradd trm ia



impugnación, ios imímmemiús se vahrarán conforme a ¡m regías de. la sana crüiaf\ (Los resaltados

s&ñ nuestras).

Finalmente, el artículo 63 del Reglamento de la LPC, viene a reforzar lo estipulado en el derecho j

coniíin a! establecer: Las acias medkmie las cuales los funcionarios Je ki Defemoría hagan comíar ¡as |

acÉMaciones que realicen, harán fe, en lamo no se demuestre con prueba peninenre y suficiente su <

inexactitud o falsedad El mismo vahr probatorio tendrán irn informes y oírm docmnenios que emitan ̂

Ím\funekmariús y empleados de la .Defensonfa en ei ejercick^ de sus funciones, el resaltado es nuestro-!

Además, el artíeulo 106 de la 1.PA dispone: "Los documeníos formalizados por ios >

funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose los reqiusitos '

legales correspondiemes se recojan los hechos constatados por aquellos, harán prueba de estos salvo

qm sé acredité lo cmtrarm '\

VL VaIToRACIÓnIÍE ̂  PROBABOS RELATIVOS A LAS
m FRACCIONES A I.A LPC,

Eii el presente procedimiento sancionarorio, se incorporó prueba documentaL relacionada con la

posible i.u:fraccióii a la. LPC consistente en, acta de inspección N'' 0001206 (folios 5-8, romo I), por

medio de la cual se detallan los objetivos de la misma, que era verificar la comercialización de los

prodiicros maíz blanco y frijol rojo del período 31/03/2022 a la focha de inspección es decir, el

09/07C022 —, misma en la que se hace constar lo siguiente:

®  Objetivo a): Que los producios que comercializaba eran maíz blanco y frijol rojo, y que dichos ¡

nrodüCti.ís eran importados de Nicaragua, agregando que había realizado una compra local de

fríjol de seda pre empacado marca San Benito al proveedor ̂ fr'eolroamerica de Mercadeo H1

Salvador, SA. de (22v2 (CFMFRSAn y. que. relación a los ciicmes expresó a los inspectores

que realizaba venías ai detalle en ci '"Supcnncrcado San Benito'"" propiedad de ''Di^tribnidora ̂

San Efonito" ventas a clienies tnavoristas- i

Asimismo, manifestó que a la fecha de la inspección los precios de venta vigentes fueron de

$30-00 dólares por quintal de maíz blonco para venta al detalle v de $2óJU dotares per quintal'

de maíz blanco para ventas al niay oreo, asi como el precio de venta de $80,00 dólares por quintai >

de frijol rojo para ventas al detalle v de $77,00 dolares por quintal de frijol rojo para ventas al

mavoreo- i

a") Olijetivo b): Que el proveedor proporcionó a los inspectores la documentación que amparan las

compras y ventas de ios productos maíz blanco y frijol rojo entre los meses de abril a la fecha

de inspección (09/07/2022), indicando ia denunciante que para hacer el análisis de dichos

pu nietos se ha tornado como referencia precio de compra que aparece en la DI CA. en ei



campo deooniinado ''Valor en Adiiana'\ por falta de doconietitación necesaria qne compojebe

gastos extras en la imjfortancu de los productos.

Mñíz'Blmmm

^ Que en el mes de :|nnÍG/2022 el. pracio de venta ftie de $23.89 dólares por qiii.at:ai,

observ^aiido urt increinenio en el prado de venia sin IVA de $2.66 dólares por quintal

para al mes de julio/2022; y que, el precio de €o.iiipra del, prodiiato en cnastién para el

.m.es de ju.nío/2022 se .mantuvo a im precio tljo de $1.0,00 dólares por quintal, deialtando

más adelante dicha .iii.fooiiación.

Fríjol rojo,

V Qiie del mas de mayo a junio del ano 2022, existió, un incremento de $6.1.9 dólares por

quinlal; y que, el precio de compra de dicho producto se niantuvo durante e! período

auditado a im precio fijo de $46.59 dólares por quintal, detallando más adelante dicha

información.

Finalmente, luego de realizar un análi is de las t erPas v al margen ganancias de las mismas

—infonnación que se detallara más adelaiut •••• se ccasigna por parte de los delegados, que eo.

el presente caso, se constató un incremento en el. precio de veo.ta de los píodiictos ma.íz blanco

y frijol rojo que no tiene justificación, pues sus precios de compra se mantuvieron fijos a S lOJO

y S46.59 violares respectivaoiente, no obstaiiíe el precio da venta no se mantuvo estable aJ

contrario el. señor José Eduario Escobar O rellana, aumentó su precio,

a) Objetivo c): Se hace constar en el acto por parte da los delegados de la DC, que la persona que

los atendió les manifestó que cuentan con registro de Kardex .manual motivo por el cual .0.0

podría proporcionar el Karde.x en formato Hxceh que se hizo entrega de tas fotocopias del

Kardex —total de 20 folios— que en dicho registro no se relaciona la fecha dé venta ni el

comprobante de venta que corresponde a cada salida, que los productos objeto de estudio, se

encuentran en 4 lugares: "'Supennercado San Benito", "Bodega exiema de Supermercado San

Benito", "Bodega al dasvío" y "Bodega ubicada en casa de habitación" y que procedió a rea.liza.r

el conteo físico de las existencias en el establecimiento donde se realizó la referida inspección,

encontrándose un total de 208.13 quintales de maíz blanco, 628.03 quintales de ixijol rojo y 246

libras de frijol pre ernpacado morca "San Benito",

Eespecto de la iaforntación proporcionada por el proveedor al momento de la d.iligcncia da

.inspección, se extrae la siguiente infonnación:

> Formularios de Declaración Unica Centroamericana (DUCA) de! producto maíz blanco,

conforme a! siguieo.te detalle —CUADRO I :



N'' de relerenda

DÜCA

Fecíia de

ace|3ladén: de

registro

Valor de

transacclán:

:  Valor m

aduapa
.FollO' Frodyeto-

i.
02/06/2022 $6;oooj)o $6,69416 30v31

600 aado Maí?.

blanco

2 ■
16/06/2022 $5,000>00 $6,69416 15 y 16

600 CIQ de maú

blanco

> Formularios de Declaración Unica Centroamericana (DUCA) del produclo/rf/o/ rojo, oonfomie

al siguióte, detalle —por orden cronológico, CUADRO W 2—:

W* de referencia

DÜCA

Fecha de

aceptación de

registro

Valor de

transacción

Valoren

aduana
Folio Producto

1 i 02/04/2022 $27,000.00 $27,956.66 58 y 59

2 1 26/04/2022 $27.000.00 .$27,956.66 78 y 79

;  3. , 1 259/04/2022 $27,000.00 $27,956.66 ir/ySB

;  4 lO/OS/2022 $27,000.00 $27,956.66 lis y 116

5 15/0S/2D22 $27,000.00 $27,956.66 134 Y135
soo aadc f i

s 18/05/2022 $27.000.00 $27,5)5Sr>,6>5 154 y 155

:  7 11/06/2022 $27,000.00 $27,956.66 170 Y171

g 18/06/202? $2 7.000 00 $27,5356.65 .191 V 192

9 28/06/2022 $27,000 00 527,956.06 206 V 207

10 25}/0b/?0?2 $?7,nGnjiO $27,956.66 223 y 224

>  l'^acíuras de compra del producto maíz hkmco contoiox al siguiente cuadro —por orden

croooíógico, CUADRO

•ir de

rastra

iV'factura de

compra

Fécbáde

compra

Cantidad de

compra

í^racio unitario

de compra

según Aturas

Valor real del

producto

según el

prowedor

Precio total de

compra (sin

üetes, seguroy

CiF)

rpue

1 02/06/2022 600 m $10 GO $74.0.5 56,000.00 32. .

2 14/06/2022 600 Q.Q $:g CO $21.00 $6,000.00 17

'^Precio tota! (te compras: SlIdWCIJIO dólares^

> Facturas y CCF de venta objeto de análisis según denuncia^ del producto mat blanco, que se

detallan así —por orden cronológico, CUADRO 4 :

1
N"

rde

documento

Fecha de

venta

Cantidad

vendida

Precio

unitario de

venta

Precio sin

IVA

Diferencia en

incremento

sm IVA

IVA

í

Precio total

de venta

feiio

1 C.CF- ;  28/06,/2022 150 QQ $23.89 $23.89 v\ 5.1.11 $3,584 07 45

.2 , factura , 01/07/2022 .'.SQQ, $30.00 $26.55 $2.66 $3.45 $150 00 46

total ie véiiías: declares.



> Facnjiras de venta emitidas por el proveedor durante el periodo del mes de abril al julio del año

2022, del seda, agregadas de folios 23 B al 292, en donde se iocíiiyeii las venías

señal idas poi la Presidencia tu si der "~i.i i —CÜÁDRO 5—:
r

documento venta

Cantidad

vendida

Precio

.unitario

de venta

Precio sin

ÍMA

Uiie rancia en

incremento

sin IVA

IVA
Precio total de

venta

Mío

1 18/05/2022 ?c5a S78 00 $69.03 M/A $8.97 $156.00 261

.  2 24/06/2022 2QQ i  $85,00 :  $7S..22 $6.19 $9.78 $170.00 284

Asimisnio el proveedor adjñotó la USB de folio 334, tomo 11, dispositivos que contienen los

arcíiivos smuR" ub: al balance general al 31/12/2022, informe de auditoría 2022, estado de resultados

practicado de 1 01 i) 1/2022 al 31/12/2022, K,ardex 010024, Kardex 010025 y la Decíaraeióii del Impuesto

Sobre la Eentá. y FspecMl del ano 2022.

VIL ANÁIJSIS I)E T A CONFIG! 1RACIÓN DE LA INFlLiCClON

Infracción al xri. 44 letra e> ín"relación ai ari i8 i ftra ii)
AMBOS DE LA LFC

..óivBstc Ti ibimal c^stima necesario, como marco general, realizar las siguientes consideraciones:

i. Como marco genera!, es menester señalar que, ri iraíz bianco y el frijol rojo constituyeo granos

básicos que son. esenciales en la Canasta Básica A;li.m:eii.taria (en sus siglas CBA) salvadorefia, forman

parte —junto con el trigo y el arrosr— del primer grupo da alimeotos denominados: cereales^ siendo

fiierite de carbohidratos. Obra, algunas vitaminas y eonstitoyen la base da nuestra alimentación, JiigaBdo

un rol importante en la nutrición humana por sci iones para una alimentación saludable.

El maíz blanco es utilizado para muchas picpdi iciones y en nuestro país ta harina de maiz está

fortitlcada con acido folico. vitamina B 1, B 2., niaciim >' liierrcu.siendo importante el consumo de

alimentos elaborados con. dicha harina^i, elyí^f o/ rajo por su pane, es una leguminosa que constituye el

principal alimento ñiente de proteina vegetal hierro y vitaminas para las familias salvadoreñas, y que,

desde e! punto de vista del presupuesto íaniiliar, la demanda del fryol rojo por ser inelástica, su consiioio

resulta mucho más económico que cualquier otro producto de la CBA; en consecuencia, el incremeoto

de precios de ambos granos básicos genera preocupacióo. por la impoitaiicia que tienen en la CB..A y su

j respectivo impacto en las íámilias de bajos ingresos.

Bajo esta inteiiaencia, siendo tales nranos tiiente primaria de obtención de proteínas y \iiamuias,

pariiculármente para la población, rural y para la población urbana {fe menores iogresos relativos, el alza

en el precio de tales productos incide en la segi-aidad alimeriíaria y nutridonal de ios mismos, dado que

hltps. re J9SS(;2.hlin
~ ^ a dllrium.rii pum las inmüiaN sahadorcfias. Primera edición {2.012). Ministerio de Salud de El Salvador. .Página S
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ta población no deja de consumir maíz y frijoles, aunque los precios se vuelvan más caros, pero dejan

de adquirir otros artículos aUmenticios afectando la calidad outriciona! do las familias más desposeídas.

Según ia investigación elaborada por la Fundación Salvadoreña para el Desarrollo Económico y

Social (en sus siglas FIJSADES) denominada: EÁ reto de la inseguridad alimentaria ante ef.aumcntp de

grecips,„3LMdtoafígs„mMl^^ del mes de noviembre/2C)22, la

CBA ha experimentado un fuerte aceleramiento afectando a. los hogares principalmente de bajos

ingresos, tanto urbanos eomo rurales, señalando que:

^  La CBA. urbana alcanzó un. valor de 1^239 00 dólares a! mes de agosto de 2022 y CBA rural i

alcanzó un valor de (/SS179J0 dólares, lo que representó un fuerte aceleramiento anual del'

16/7% y del 22.5%, rcspectivameme, lo cual no se había observuKio en tos últimos 14 años; v .

que, I

«  Düraote el ano 2022, entre los meses de enero-junio, el aumenio promedio de la CBA urbana

fue 1 L85'o y rural 13.9%, varíacioTics que son un poco más airas que las observadas en 2015.

afH> en que la cantidad de personas pobres subió, concluyendo que en el año 2022 la inseguridad

alimentaria aurncnió considerablemente, y que muchos salvadoreños pasaron por una crisis o

una gravedad en su siruación alimentaria.

.2. .Respecto al derecho a la almentaclón adecuada ■•••■•••••reconocido como un derecho humano

fundamental por niuiíipics instrumentos de derecho humanos •••• , ia Declaración fJuivcrsaí de los
Derechos Htimanos (en sus siglas DIJDH) en el artícúlo 25 expone que toda / m i nene derecho a m

nivel de vida adeatiado con buena salud y bienestar paru r/ mismo y pare / / milhi mcimvndo la'

ahmcníacion o l que quiere decir que todo hombre, mujer o niño, j a sea solo o en común con otios.

nene derecho al acceso físico y ccoiióniiecc en todo momeruo, a la alinientación adecuada o a los medios !

para obtenerla..

Por paite, la Convención de los Derechos de los Niños íen sus siglas CDN) en su arriculo 27,
reafirma el derecho de todos los niños a un nivel de vida adecuado para el buen desarrollo físico.
meníaL espirimal. nunal v social Je cada ¡mo, estableciendo que ios Estados tienen la obligación de
tomar medidas apropiadas para ayudar a los padres en e! cumplimiento de sus responsabilidades
pri,oiarías para implementar tal derecho (Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la
Alimemacióii, en mis siglas PAO 2013). Ir^s referidos iiistrymentos Inteniaciocules han sido acogidos y
ratiíicados por el 1.3stado Salvadore.fto.

Finalinenta. la Oíicina del Alto (fomisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos

y ia FAD. lian establ-ecido que la alimentación adecuada debo ser entendida eomo el derecho a tener,
acceso, ac manera regular, permemeníe y libre, sea direciamefue, sea mediante compra en dinero. a\
ma aiímeníacum cnantimtiva y cnalitativameníe adecuada y suficienuc que corresponda a las i
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inuiíciom.s culíuralvs de lapoblai^íón a queperitnece eicommmJory que garuniiee una vuiapsíqincj
i  ' .

y física, indi vidual y colecíiva Ubre de angustias, satisfmt&ria y digna, agregando que el derecho a la

al i in en tac ion no traía solo una ración mínima de calorías, proteínas > cun>s nutrientes, sino del derecho

I a todos los elementos nutricionales para vivir una vida sana y activa, y a los medios para acceder a ellos,
! coiisliluycndo un derecho que debe ser garantizado ̂ or el F stvidcrh

Aunado a ello., resulta iBiportante referirnos a k ^ itd Alimeniaria y Nutricionai, eiiteadida

com o im estado en el cual todas las personas gozan, enjbrma oportuna y permanente, de acceso Jisico,

económico y soeiai alas alimenios qm necesitañ, en cantidad y eaiidad, para su adecuado comumo y

uiilización biológica, garaniizmdúles m estado de bienestar general que coadyuve al logro de su

\ desarrollo

Seuuri la F AO, la seguridad alimentaria y ruilTicional se consigue cuando a nivel Je individuo, bogar,

nación v global f.J todas las personas, en iodo momento, tienen acceso fisíco y económico a stdicienie

úloihnio Si gura y rmiritivo, para sati^cer sm necesidades alimenticias y sus prelerencim,. con ei

objeto de llevar ima. vida actrm y sana, estableciendo Naciones Unidas El Salvador que alcanzar ía

seguridad alinieataria y iiutríeional siipoiie que hay una oferta adeco.ada de alimentos, lo que ioiplíca

que estos se producen en cantidad y calidad suficientes > pueden ser cmnercializados, con el objetivo

que los consunikiores puedan obtener estos recursos de furnia accesible.

Por último, se hace mención que los pilares de la seguridad alimentaria, hacen referencia, a la

disponibilidad, acceso, cofisumo y ta;utilización o aprovechamiento biológico de ios aliroentos, siendo

relevaiiie hacer mención a! pilar: coman o dt los alimenios, qm está relaciooado con la capacidad de

compra, hábitos, costumbres, cultura vstdos de vida, los conocimientos, actitudes y prácticas para

realizar una correcta selección, preparación, y distribución de alimentos dentro del .hogar de acuerdo con

las necesidades paiticulares para cada miembro^.

4. Finalmente,, esta Tribúnal considera ioipo:rtahte hacer mención que las crisis mundiales como la

pandemia por COV1DU9. la inflación generada en la cadena de suniiiilstros. y el conflicto entre Rusia

y Ucrania cual tuvo sus inicios en marzo y abril de 2021— lian gaiieradc} el incre.men:to del costo

de los productós de consumo, la dismiiiucióo de! poder adquisitiva y de la capacidad de producir y

disiríbiiir alimentos, impacto percibido por los salvadoreños, el cual afecta eo. mayor medida a la

población pobre y vutoerable.

Por ello, con la finalidad de pallar los.efectos negátivos de las referidas crisis mundiales, el gobierno

de bi Salvvtdor ha procedido desde la pandemia COllD-Pl a la iiiipfcmeutacioii de difereTiics medida^

■  ¡yocumento Evaluación rápida. Scgurdad Aiirncmana y Nutridonal frente al COyiPvja, rOVIb-iq
/OtÓ/yyvy/f y Nudones Unidas El aalvador. Paginas .5 v 6
Nídem. Páginas9-d0y 15.
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económicas urgentes para favorecer a ía población, tendientes a garantizar e! ainmecimientú y acceso a ¡

¡a segurídud alimeniaria. entre las cuales se encuentra, la promulgación de la Ley Especial Iransitoria

de Cnmbit?. a la inflación de F^recios de l^roductos Básicos — N"-' 309, publicado en el DAÍK N" 51,

Tomo \ 4U del 13/03/2022—. por medio de la cual modificó el Arancel Centroamericano de

Importación para una serie Je productos de la canasta básica, entre las cuales se encuentra el frijol |
Siendo oecesario destacar, que la labor de la DO juega un rol muy importante en las medidas de I

vigilancia del Estado, por ser iiiia eiitidad que tiene una serie de competencias que la habilitan para

activar acciones o medidas de protección de los derechos e intereses de la población consumidora, j

fundaoienialTnente a través de la iniplcmeniación de actividades de vigilancia, de los mcrcadi^s en aras

de sondear precuxs de diíerentes productos, veritlcar ia disponibilidad y realizar auditorias de consumo,,

sancionando de forma especial los abusos en los producios de ¡a canasra báskxc CLunpetencia que fue ;

reconocida en el inciso segundo del aítículo 4 de la referida ley, que dispone: La Dcfemoría did j

Consumidor deberá retiltar las medidtks de mcmitorneo y vigüancia en el mercidio de los prodaeros

mcluídm en este Decreto, aftn de gciraMtimr gm Im reduccwnés araBcelarím- se vcúm recejadas en

los precios al aamumidorjmcd .y.

En virtud de lo anterior, el Presidente de la 'DC emitió el Acuerdo 22-Bis en leclja 11/()3/2022,
■  I

a través del cual declaró, a punir de dicha fecha, estado de urgericiao emergencia ínstiiuciooai. en razón '

de la crisis inflacionaria generada inicialmente como electo Je la pandemia por iX>Vi,L)-19j los j

problemas en la catiena de suministro a nivel iniemaciooaL el aunierito de precios de materias primas,;

entre otros importantes, lo cual 5ic vio agravado con el conflicto bclico Imrania-Rusia y Ui OTAN, para ;

1:0 cual se implementaron de forma urgente, célere y sin dilaciones, acciones o medidas de protección j

d.e los de;rechas c ioterescs de la. población coosiimídera que sean rertíacuíes de cenouinidad con el [

ordenam iento jurídico a:p.l.ica.bi.e.

.A manera de conclusión, los aiiicriores datos lácticos y técnicos evidencian la iu miportancia

que representa la vigilancia del comportamiento del mercado de productos de primera ncccsiéñiL a

efecto de prever d ̂ iv maiNtitlcadas, dada la incidencia directa que un elevado nivel de precios significa ¡

en el poá i tdqiusirrvo de !a población para cubrir la dieta básica, resguardando el derecho a una

alimeotacku idcviiada como un deber insoslayable del Estado de proveerá la población de condiciones

dignas de existencia., tal como lo dispone el citado aiticido 10 ,l da la Consiiiucion. |

B, Estableci.dc k k r Tribunal, analizará la atribuida por iádenimciante, con el |

objetivo de .realizir vi vitmir le adeciMción de tos hechos denimciados a los aicanccs del ilícito
adminisirarivo atribuido al señor José Afiíonio Esmhiir Orellana de la siguiente forma:

I, En el caso particular, la Presidencia atribuye a el referido proveedor la infracción descrita en el
articulo 44 letra e) de la LPC por (...) realizar prácticas abusivas enper/idcio Je los crmsurmdores (..J

n  . ,



en relación a lo estipulado en e! articulo 18 letra h) de la misma ley, por el increment-o de precio de los

productos mmz biañcú y frgei por lo que, al realizar el t^ercicio de adecuación de los liedlos

denunciados a los alcances del referido ilícito administrativo, con base en los elementos probatorios

señalados en el romano VI de la presente resolución, lia quedado comprobado que:

^  La DC identiFicó que el señor José Antonio Escobar Orellana incrementó al precio del rnaiz

blanco y frijol rojo sin jiisüíicacióii alguna, productos qm aran comercializados en un negocio

de su propiedad: denominado 'TOstribuiiorm San BemitO'L ubicado en.

municipio de Sao. Juau. Opico,

departamento de Ln Libertad,

#  Según las fecturas emitidas por la señora (folios 1.7 y 32),

el proveedor adquirió 600 saoos con mM& blamcú a oii precio imitario de compra de $16 JO

dólares haciendo un total de $6 000 00 dólares sin .fletes y segums, las cuales se detallan ao el

CL4DRO 3, siendo k cmm&tú total de quíntales comprados de 1^266 qn.i:alai:es, que

asciende al monto tula! de compra de $12,000JO délares,

^  El pnnccdor reaíí/6 nn incremento eo. el precio de las ventas da!, producto mmz bkmco

específicamente entre el mes da jiiaio a jmlto ambos ciel año 2022 —CUADRO N® 5—, ya

que \ciidió 155 qiúohiles de producto a2 difereotes precios sin rV.A incluido, de $23.89 dólares

en fecha 28/Lü, 2022 a $26,55 dólares —en feclia ()l./07/.2022—, generaiido un monto total

eo. ventas de $3,734JI7 dólares; generando un. incremento en el precio de venta diirao.tc el

periodo auditado de $2,66 dólares, alza. del. precio que según la Presidencia no tiene

justificación^

2, ilsiabíecidc lo arUenor, en relación al producto maíz Mmwo. el proveedor !ia maiiirestado a

partir de la docnmenracien que presentó a la DC— que los montos reflejados en. la DUCAl. y

DiíCA no rellcjan el precio legal de compra o adquisición del quintal del maíz blanco, pues

deben considerarse los gastos desglosados en las 'facturas oicaragüeiises número y a nombre

de la proveedora Compra y Venta de Granos Básicos, señora

aclarando —luego de establecer el valor real del quintal por cada DÜC.A segiiii su registro de gastos—

que la ganancia por quintal se redigo en Sfl39 cernmwos de áéimrsm IVM por qmimiml, subrayando que

comc^ comerciantes asumió el aumento de los costos de comercialización del maíz blanco, lo que rompe

todo indicio de cometimiento de una infracción muy grave.

A partir de lo anterior, la aceptación por parte del proveedor de im iocTem.e:o.to eii el. precio de venta

del referido priJucio. robustece ios hechos objeto de denuncia, por cuanto no constan elementos de

prueba en la que se haga constar que el incremento de $0.39 centavos de dólar se debió a una causa

jusíitmada, y que, por lo tanto el, precio con iiicreineuto que se trasladó a los eonsiiraidores respondía

1:4.



1 pr(.ip<)rciünalniente a los c«)sios de adquisición del mismo, coligiéndose asi, que c! alza de precios se ;

I debió a las expectativas del proveedor ante el comportamiento y condiciones qiic enfrentaría en el futuro j

, el precio de los reteridos productos, en virtud de las condiciones de pandemia y crisis mundiales que •

afectaban al país, ya que aumentó el valor fundamental de los mismos sin justificación alguna, dando ,

como resültaclo un péquicío e\ idenic en la SQciBdad eonsumidora, j

Y es que, en el presente caso el proveedor denunciado únicamente presentó el desglose de los costos |

que implica la importación de dmho producto, mismos que constan en folios 10 y 26, tomo 1, los cuales '

incluyen gastos bajo los conceptos de: trámite Nicaragua, bascula, impuestos de bl Salvador, permiso ̂

fítosaiiitario e inspección, flete, descarga, sacos, trámites aduanales de El Salvador, pago puiiti. loioj

scattner y el valor por quintal del maíz blatico, sin embargo, tal registro informal no constituya, uní

prueba idónea para acreditar —a partir de los datos proporcionados por c! proveedor con motivo del

requerimiento de información efectuado por la DC'— que tal alza se encontraba justifícada, así como.

que las diferencias en el precio no le representaron mayor beneOcio económico —margen de ganancia

durante el período ludiTido, a efectos de desvirtuar la infracción atribuida, es decir, demostrar que no

existió especulación que le permitiera obtener mayores márgenes de ganancia en la venta de dos

alimentos tan fundamentales dentro de la CBA salvadoreña.

Bajo tal hiteligettcia, de acuerdó á lo estableeido en el artteulo IS letra hl de ta LPC. e! provccdorj

tiene prohibido utilizar cualquier maniobra o artificio para la consecución de alza de precias de j

alimentos y artículos de primera necesidad, no obstante lo anterior, se ha acreditado por medio de los ¡

elementos probatorios agregado-s til expediente y por c! dicho del mismo proveedor, que a pesar que el |

producto maiz h!am o Iuh o un precio de compra estable y que el país se encontraba en un rnotuento eu :

que el Gobierno de F i Saivudar había tmpiementado una serie de medida.s económicas de carácter

temporal que faxorecian a la ptiblación, éste efectuó un incremento en el precio de venta del referido;

producto en el establecimiento de su propiedad en el municipio y departamento de La Libertad, simaciím

que hace aún más patente la utilización de una maniobra por parte del señor José Antonio Escobar.

OreJIana ya que aceptó que existió un aumento en el precio de \ tota del miz blanco - - luí u te el
período auditadQ--- cuando existían: condiciones favóMbles parí m mtener los precios est ibl s en
relación a su precio de cGm.i?:ra,

i. Ahora bien, respecto drí producto frijol rom, la Presidencia describe en su denuncia que laj

diligencia de inspección se enfoco en el análisis de los precios de compra y los precios de venia (sin

lYA) de los. products-.s 'Maíz blanco'' y "Frijol Rojo", siendo impórtame señalar, en relación a este |
ultimo producto cuc C' tri¡<>> •o'istituye una Icgiimini.'^sa esencial en la Canasta lías'ca A lime uaná i.vi
sus siglas CBÁ.) salvadoreña, juaando un rol importante en la nutrición humana siendo una opcióti para
una alimentación saludable por constiruir el principal alimento fuente de proteína vegeta! y vitaminas
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para las familias salvadoreñas, que de entre la amplia gama de variedades que existen, en nuestro país

las que más se importan son la vñviedaá frijol rojo corriente seguido por el frijol rojo de sedcf, y que,

en El Salvador, los voliioienes de prodnccic3n del fríjol rojo de seda son menores eo comparación a!

fríjol rojo corriente, ya que los costos para mantener el. cultivo del primero son. más elevados por sii

poca resístenoia a plagas y enfermedades^.

Bajo tal premisa, se tiene que existen diferentes variedades de frijol, las cuáles iackisive han sido

reconocidas por la DC en los diferentes decretos emitidos —Acuerdos 27., 3.3, y 37— como parte de

las eoippetencias atribuidas en el artículo 58 leti^as b), k) y m) de la LPC, dentro de la emergencia

\ji.ionalareiz de la pandemia por COVIÜ-19; sin embargo, en el presente caso, si bien en .la denuncia

se consigna que se comprobó que el señor José Antonio Escobar OreI:lm.iia se encontraba

comcrciali/ando en su establecimiento/ri}V>/ rojo con aumento en sii precio de venta sin níoguna..

justificación, al analizar la d< ̂ umeiitación probatoria incorporada en el presenta expedienta, se tiene

que 00 !ia sido fehacientament c ̂ nsíatado an al. procedimiento, por la ausencia de p.ruehas pertinentes

y sufíciantes que acreditan que el proveedor realizo prácticas abusivas en pefinicio de los consumidores

mediante, ta utilización de cualquier maniobra o artificio para la consecución de alza de precios del

referido prodocio de primera necesidad, ya que tas frictiiras d.a folios 238 al 292, tomo IL

específicamente tas señaladas en el CíJAIlMO M^.5 del romano VI de la prasente resolución, amparan

!  las ventas de una variedad diferenie del frijol objeto de denuíicia, esto mfriioirfro éeseda^

En esta línea ai"gumentariva. la SCA. .rnadianta rasoíución de las once horas con tremía y cinco

minutos del 06/12/2019. en el procedimiento bajo referaiicia 558-2013, maniíesló que la imptiiación de

ufta infraccién no puede funrlamenUirse en suposiciams o sospechas,: sino que debe inferirse más allá

de la ckida raeonahle medíuníe p^^uem stfrcíente (ya sea ifuiiciaria o duTaiO que conileve a urm

úúFíviccién plena de la condueta feprúchabie imputada ya que, para inpaner una saricióm no basta

que ios hechor constuuiívos de infrüLXUún sean pn)bübles. smo que deben estar sutlaenicmeníc

aerediiados para ver verLices.

Aunado a lo dicho, es importante referirse a la garantía constitucional de la presunción de inocencia,

el cual según la SCn —v gr en la ievolución de fecha 16/01/2004 en el proceso de hábeas corpus con

BÚniáro áe referencia 73 2003- define como: presunckm de impcencia es ia guruírim

comíiiuciúnai que ampam mi imcmipmdo desiíe ei mamemio de la impuiación y qme lo aeompaña

duramie el irmmscMrm de iodo el prot eso; Jusiamemie^ idpresMmciÓm áe iñoceMcia upam em ei seniido

' Gu.ia Pracnca de Exportación de P.njol Iioio a E!. Salvador. Rl 12 SiCTA: Red de :nncnación
Agrícola. Managua 2008. Pagina 3.
^ Gula de l:.5tadonalidad en el índice de Precios de Graíios. Frutas \ Hortan/ah. ViIon 2004-2008 Viiiiisierio
de Agricultura\ (ianaiiena, Dirección Uenenal de Economía Agropecuaria l ínidcui de ¡rUehc:encíade Mercados,
'^aginas 20 \ 30.
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de no poder comíderar culpable a la persona impuíada hasta en iania no exista una cúmprobacién _
^  ̂ I

conforme a la ley y en juicio público en ei que se ie aseguren íodm las garantías necesarias para su

dsfema^ (resaliados soe propios)..

En CDrisecuencia, aí no identificar ni precisar ta siipucsla realización de prácticas abusivas en'

perjuicio de los eonsuinidore por no constar acreditados todos ios extremos de la denuncia, ya que la

prueba adjunta al expediente versa si^bre una variedad diferente del früúi rojo denunciado, siendo

procedente absolver al señor José Antonio Escobar Orellana^ por el supuesto comeiimienio de la j

infracción regulada en el arríenlo 44 leira e) de la LPC en relación al articulo 18 letra 10 de la niisnial

ley, por supuestamente realizar prácticas abusipm en perjuicio de ios comumidores, por eí

mcremenío de! precio del producto: frijol rojo, respecto de ía denuncia imerpuesta por la Presidencia

de la DC debido a la mexistencía de prueba Je cargo. |

VÍÍL PRONUNCIAMIENTO SOBRE EL PRINCIPIO DE CULPAB! LIDA»

Ahora bien, establecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia ai tema de culpabilidad,

así:

El principio de culpabilidad está reconocido por el artículo 12 de la (?onsiitución de la República,

que prescribe: «jfloda persona a quien se impute mi delito, se presumirá inocente niieniras no se pruebe

su culpabilidad conforme a la le\ \ en juicio público, en el que se le aseguren todas las garantías^

necesarias para su defensa», disposición que es aplicable no Skdo cti el ámbito penal, sino ademas en el

administrativo sancionado!* (sentencia de inc. 3 -92 Ac, 6-92 de la Sala de lo tionstilucional —en adelanle

SCii-"---de las doce horas de[17/:l2/1992),

En esté sentido, la referida Sálá respecto a! principio de cülpabilidad en materia adinioisti-ativa

saacionadora ha expresado que «[e|l principio de culpabilidad en esta materia supone e! destierro de las

diversas formas de responsabilidad objetiva, y rescata la operatividad de dolo y la culpa como formas

de responsabilidad. De igual forma, reconoce la má-Kima de una responsabilidad personal por hechos

propios, y de forma correlativa nn deber procesal de la Administración de evidenciar este aspecto

subjetivo sin tener que utiü/ar presunciones legislativas de culpabilidad, es decir, que se veda la.

posibilidad de una aplicación automática de las sanciones únicamente en razón del resultado producido»

(sentencia de Inc, IS- 2008 de SCn de las doce horas veinte minutos del 29/04/20 O).

Cabe destacar que una de la suboategorías o corolarios del principio de culpabilidad, es la,

responsaiailidad por e! hecho o responsa.btildad por la acción ilícita corno se den<miina en la doctrina

administrativa sancionadora. Este principio implica que la sanción únicamente puede recaer a quien en

íbraia dolosa o culposa ha participado ea los hechos que configuran una acción ilícita; así lo expone

Nieto a! referir que «[e]! gravamen que ia sanción representa solo podra recaer sobre aquellas ¡persona,sj

que han participado de forma doUxsa o culpuMt en los hechos constitutivos de infracción. Por lo tanto,
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00 es posible exigir responsabilidad por la sola existencia de un vínculo personal con el actor o la simple

titularidad de lá cosa o actividad en on^o marco se produce la infracción.

La exigeoeia de individualización d.e la sanción supone im veto a la responsabilidad ofcyetiva»

[Nieto, Altyandro, Derecho Adnnmstrativo Saocionador, quinta edición totaiinente reformada, Madrid.

Hdiiorial Tccoos, p. 329, 201 Ij En eslc orden, confoime al principio de cuipabiiidad solamente

responde el administrado por sus actos propios, de este modo, se repele la posibilidad de construir una

responsabilidad objetiva o basada en la simple relación causal independiente de la voliioiad del autor.

En congruencia con lo expuesto, en al. Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse el

principio de culpabilidad, de tal suerte que el elemento indispensable para sancíanar un actuar, es la

detenninaeión. de la responsabilidad subjetiva. (Sentencia emitida en el proceso 90-20 M por SC.A, a las

catorce horas cÍBCue;o.tay 00.0 m inutos del 24/1.0/2019).

En réíacíón con el lema d.e la responsabilidad subjetiva de la proveedora, denunciada, esta Tribunal

considem necesario analizar si la misma ha %rad.o dolosa o cuando menos culposamente; es decir, que

la transgresión a la nonna haya sido qucnda o se deba a imprudaocia o negligencia. .Por tanto, la

existencia de un nexo de culpabilidad k.onstiiuye una condición para la eonfiguración de la Dondiiom.

^ sa ncionabku

.fcn esc orden de ideas, y para el, caso én concreto, el señor José A.iit0.iiio Escobar Oreilana., es

raspo:o.:sabie del cumplimiento de las obligaciones legales estipuladas en. el ordenam.iento jurídico, y, de

manera más. especifica en ta LPC; en consecuencia, tiene la responsabilidad de 110 realizar prácticas

abusivas en periuício de los consumidores confbmie a lo regulado en la LPC,

Ahora bien, en el, presente piocedimicoio 11.0 hay eleniantos siificientes para detemiinar que la

omision hava sido producada de 01 añera doiosa; no obstante, a! señor José Antonio Lscobur Oreliann

uo proveedor que fornM parte de la caJeru de valor del maíz hiúrieo^ se Infiere que debe cumplir con .las

obligaciones .que la LPC le estabiecem Nituación que no consta en el presente proced.imiento, pues se ha

determinado que de manera negligente,, ejecutó prácticas abusivas eo. peijuicio de los consumidores

mediante la utiíizaoión de maniobras para el incremanto iíijo.sti.fícad.o del precio de venta del

éfonen, coniórme a lo expuesto en el tt ti H íumieral 1 y 2 del romano VII de la presente resolución,

en contmveneíón a lo establecido en el ir? t.u!o 1 ̂  letra h) de la LPC, configurándose' así la io.tfaccióo

al artictiio 44 letra e) de la misma, lev mió que tal incremento liic reconocido por parte de.l

proveedor en su ,escrito de defensa.

.IX PARÁMETROS PARA I.A IJETFRMIXACÍÓN 1)F LA SANCIC^X

Ccnu^ se expu.so en los acápites precedenres. se estableció la comisión de la infracción mío ero c

contenida en el articulo 14 letra e) de la L.PC la que se sancioiia con multa basta de quinientos o -n

I mínimos mensuales urbanos en la Indusma. artículo 47 de la LPC; por consiguiente, es tacú liad de este
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Tribiiiiai deíenninar !a sanción que coiresponda, a la luz de los parámetros establecidos en la LPC\ su

reglamento y la jErispmdeneia áplicabié.

Así, este Trihoiial tomará en cuenta los principios de legalidad, proporcionalidad y culpabilidad

para la detemimación de la mulla, es asi que verificará el tamaño de la empresa, el impacto en los

dtrcchos del consumidor, la naturaleza del perjuicio causado o grado de afectación a la vida, salud,

uiiLgndid o patrimonio de ios consumidores, el grado de intencionalidad -dolo o culpa- con la que

piGcedu) e! infracton el grado de participación en la acción u omisión^ cobro indebido realizado y las

.iicunsliiicias en que ésta se cometa, según sea el caso..

A contmuacióo., se CGiicretará cada uno de elfos, en lo aplicable al presente caso:

a) TmnaMú de empresa.

Según la !..ey de Fomento. Protección y De$anT)Ho de la Micro y Pequeña Empresa (ley Mypc) en

su artículo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manera: ""hdkroempresa: Pensoua;

ncnnral o ¡lérítiica que opera en los diversos seaorts de ¡a economíu, a iravés de una imiJad económica ,

con un nivel de venias brutas anuales basta 432 salarios mínimos mensi4ales de max^ür cuantía y hasta ̂

10 irabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o jurídica que opera en los diversos seam es de i

la economía, a través de una unidad económica con un nivel de ventas brutas anuales mayores a 432 >-

hasta 4,817 salarios mínimos mensuales de mayor mcmtíay con uri m&ímo áe 5Q trabqjadr^r^ s' [

Resulta importante mencionar, que en el presente procedimiento administrativo sancionadur d |

proveedor presentó la Peclaración del Impuesto sobre la Renta y Contribución Especial del año 2022.el j

informe de auditoria y estado de resultados por e! ejercicio comprendido del 01 de enero al 3! de

diciembre de! dño 2022. conleaidos en el dispositivo USB de folio 334, tomo II., mostrando una conducta

procesal que evidencia el cumplimiento de su deber a prestar la coiaboración que !e es requerida para el

buen desan'ollo de los procedimientos (art. 17 número 5 de la UPA), por haber presentado ia iníomiacióo i

fmanciera solicitada por esta autoridad sancionadora en ia letra e) de la resolución de inicio de folios [

316-320, tomo, II, documentación de la cual se extrae que en el an,o 2022 tuvo: iiim renta gravada ue j

$3.d)81.,758.73 dólares, una .utilidad .neta de $90,505.64 dólares, un saldo final de efectivo del

$145,429.61 dólares, constando en el diciamen de! auditor independiente, apartado Incertidumbre j

material relacionada con e! negocio en marcha literalmente que» Los estacks jinancieriK^ al citare da

etercicio amuihie 2023 no presentan mdicios de ¡nceríkíiimbre maíerlal que pueda ajéctar la capacidad'

Je la empresa Je continuar con el negocif) en marcha, información que sera tomada en cuenta para los

efectos de la cuantificación de la multa correspondiente.

AJ contrastar la informaciiái financiera del proveeiX)r, ics tino's de empresas cstable\.idos en afe.

parámetros del. articulo 3 de. la Ley Mype, este Tribunal que no es pt^sible eBcajar a José
/intonio Escobar O rellana en ninguna de las categorías ames citada^, ya que el mismo cuenta con.
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ingresos superiores a tos regó lados por dicha ley, por lo que, para los afectos de la cuaiitificación de la

molía, este Tribunal procederá a coiisiderar al proveedor como y.ii mediano cantríb^uyente', guardando

el equilibrio entre la finalidad disuasoria de la sanción pecuniaria y el principio de proporcionalidad de

dicha medida.

b) Gradú dg mégmúiúmaiiiiaá áBl iBfra&ún

Este Tribunal considera este elemento en al sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o cuando

meoos cnlposamente; es decir, que la transgresión a la norma baya sido querida o se deba a iiiiprudeiicia

0 iieglígencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabiíidad constituye una condición

para la configuración de la. conducta sancioiiable.

Así., en reiteradas ocasiones este Tribunal, ha establecido a través de sus resolucí.ones, co.nfbrme a lo

díspiieslo en al artículo 40 inciso segundo da le. LPC, que las iofracciones administrativas son

sancionables aun a título de simpie: negligencia o descuido.

Por otra parte, y de confbfmídad a lo dispuesto en e! articylo 42 inc. 2"" del Código Civil, según el

cual: ''Culpa leve es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean

ardínariamenie en sus negüciospropios (...) '( esí como a lo estipulado en el inc. 3" del mismo artículo:

''El que debe admmisirar un negocio como un buen padre de familia es responsable de esta especie de

culpa y a lo señalado en el artículo 94^ del Código de Comercio, relativo a que: ''Las obligaciones

mercaniíles deben cumplirse con ¡a diligem ta de un buen comerciante en negocio propio '3

En virtud de lo anterion de la prueba agregada al presente pr<^eedim.ient<} se comprobó que el seóor

José Áetcniio Escobar Orellana incurrió en la reiérida mfnicción actuando con negligencia. >a que

CDiiio proveedor que se dedica al giro principal de venta en 1:ie:ndas de artículos da primera ncce:>idad,

estaba obligado.a no realizar prácticas abusivas en perjuicio de los co:o.sum:idores mediante ta uiinzucv i

de maniobras para el ¡.ncremento injustificado del precio de venta de alimentos da primera ncceMdad,

como en el presente caso el maíz blanco objeto del hallazgo: sin embargo, del aiiálisis de los hechos,

1 documentación agregada al expediente. > la aceptación de hechos por parte del mismo, ha quedado

I evidenciado que, a pesar que existían las condiciones favorables para mantener un precio de venta

I estable en relación a su precio de compra, se constaré la especulación en la comercialización del referido

1 producto ya que fuer puesto a disposición de los consumidores a un precio mayor, oiia.ndQ se eiicoiitraba

; vigente la Ley Especial i ransitoria de Combate a la Inflación de Precios de Productos Básico.s, alza que

■ conidrmc a lo cónstatado por este Inbuual ik> nene justificación alguna, incurriendo en. la infracción al

^ arde MÍO 44 letra e) de la LFC e#i relación al aríiado 18 ieim k) de la misma ley.

i  c) Gméo depoFticÉpacióm en h acaéu

De conformidad a los criterios esmbieddos por ei Ministerio de tiacienda seaún el siguienre hnk
vp-cprnenl uphktóJíCc M v\|y;p(; <)234 nóf
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A partir del examen del presente expediente administrativo, queda demostrado que el grado de 1
participación por parte del proveedor ao la infracdóm es directo e individual, pues eo. relación a la |

infracción establecida en el ariícMh 44 letra e) de la LFC^ relativas a ejecutar prácticas abusivas el |
perjuicio de los consumidores fue responsabilidad directa del seoor José Aetonio Escobar Orellana, |

puesto que, sin contar con ima justificación válida, utilizó una maniobra para la consecución del alza del ;

precio de venta del maíz blanco, cuando tenía producto en existencia cuyo precio de compra durante el

perfedo auditado presentaba m nivel de estabilidad, alza cuestionada >a que se encontraba vigente la

:Ley Especial Transitoria de Cornbate a la Inflación de Precios Productos Básicos, la cual buscaba

reducir ios casias en la írnportacicm de insumas para la producción agmcola, misma que se manluv'O j

vigente hasta el 31/03/2023 confemie a lo dispuesto en el artículo 9 de la misma.

d) Impaciú em ios derechm de i amsumidúr y nammieza de! perjuicio úcmkmodih

Este Tribunal estiota que la nMuraleza del daño causado a los consumidores, en relación a k

iBÍjacciófi estal):leoida/en ei artímio 44 ietm e) de la LFC relativa a realizar práeiicm abusivas em

perjuicio dalos cousmnidores en relación al articulo US letra h) de h misma ley, claramente es de índole

económico, pues con el comelimiento de la misma, el señor José Antonio Escobar Orellaiia. limitó la

capacidad de compra de! maíz blanco por parte de los consumidores, pues el alza injustificada de precios

tienen una incidencia directa en el poder adquisitivo de la población salvadoreña para cubrir la dieia

básica.

Del mismo modo, con tal infracción se pone en riesgo iuruincnte el derecho a ii thm niación

adecuada de los cottsuBiidores salvadoreños, puesto cpie, priv<^ el acceso al alimento objeto de hallazgo,

e! cual forma paite fniidaoientai de la. CBA, por aporrar una gian cantidnd de niitricriíes y proteínas que

fbfniaii parte del' requerimiento míniiBO. calórico que uecehita un indtvicuo pam dci>arrollar su trabajo o

sus funciones dentro del hogar: por tanto, si bien no se configuro un cano concreto a una persona en

particular, este ITíbunal reafirma que la acción que configura la infracción ocasionó una afectación

¡directa sobre el ultimo eslabón de ía cadena de valor del mercado de alimentos, es decir, tos
consumidores finales, ya que ai ofrecer el alimento maíz blancf) a precios de venta que conüenen un

I  incremento injustificado, se difieuita el poder adquisitivo y en consecuencia, se incrementan los

porcentajes de la población que se encuentran en eondición de inseguridad aütnentaria en nuestro país, j
Respecto de tai inífaccióm resulta importante referirse a k> resuelto por la SCA en (a sentencia •

defiiutiva de referencia. 416-2011, pronnndada a las quince horas con catorce minutos del día j
21/12/2018. ha establecido que: "en las infraccioms de peligro ahstrack) lI ¡egisiadoy atendiendo ti |

iü experícncíii CKhuerte unapcligrosidúdgenerai d^ la (X'cu^p apica para un (tt,i¿rmuí(ub) hieujundico, ̂
a partir de una valoraciónprohahílisííca, por lo ipic con la ii¡uficücíón s< dísp<'ni. adeianiar ta j

de proieccí(}n sancionando el aciiiuiúr, sin esperar la realización de ¡m peligro concreto ae una persona ;

.  . . . ^
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deiermiriada o de la lesión efectiva siendo que la infracción cometida al artículo 44 letra e) de la LPC,

óoiistituya una fafracciÓB: da peligro abstracto.

En este orden de ideas, y tomando ea cueriía la jurisprudencia antes referida, se puede afinnar que

para iiuponar la sanción, respectiva, en el presente caso y, además, para graduar la misma, (a) no es

necesario comprobar ni justificar una afectación concreta; y .material en la esfera de los consomidores;

(b) ni que existan denuncias de personas que bub.iesen adquirido los bienes ofrecidos por el proveedor,

que resultaron con incumplimiento.

e) PmiMe bemefmiú qme oMieim ei mfmctúrj; ia grmeáaádei dmfm mms&dú.

Esta parámetro será considerado según lo establece la Sala de Constitucional en la sentencia de

inconsíitucionalidad de ref. 109-2.01.3 de fecha 14 de enero de 2016, en, la que señala que uno de los

factores de dosimetría punitiva es: ei benefíciD que, sí acaso, obtiene el irdractor con ei hecho 'i

Conforme a ello, debemos tener en cuenta el posible beneficio que el proveedor pudo haber obtenido

por las venías concretadas del mam Maneo y fríjol rqjo objeto de hB^lM^go —artíemin 44 ieím e) de im

LPC m reMeióñ ai miíeMio. IS íeim k) de iu mtismá ky—, a partir del excedente del precio de venta

con incremento al que fae vendido, y además, las círcyiistancias o el contexto eo. que se cometió la

.infracción, es decir, éuao.d.o se- encontraba vigente la l^ey Espacial Traositoria de Combate a la Inflación

de Precios de Productos Básicos, la cual, buscaba redncir los costos en la importación de imumos para

la producción agrícola.

Así, para el caso que nos ocupa, de la información proporcionada por al proveedor durante ia

dihgcncia cic inspección, podemos concluir que, el. monto total que obtuvo de las ventas.de maíz blanco

durante el ocu do audiíado fría d.e .$3 J34J2 cuníer ik d !o consignado en el CUADRO 4.

Ahora bien, en el presante caso no se ha podido tfe ^ xr e.l beneficio ilícito generado por ia.

infracción, por no contar con el. margen de gaomicias obtenido por el proveedor en virtud del aka de

precio iie venta injustificada del maíz blmco, por lo que en el caso de mérito se optará por calcular la

multa sobre .la base del daño potencial, causado por 1.a comisión de- la infracción. Y es que, se ha

comprobado que la infracción cometida es capaz de ocasionar una, afectación a la econ.om.ía en geiierál

como al dereciho a la aiifrie.otación de los consuroidores.

/) Fiñaíiéad mmeámiu a mediata perseguida com ia impmicióm de im samcióm.

1  Mediante la imposición de la sanción —multa—este- Tribunal Sanoionador pretende causar un

felccio disuasiva/ en el señor José Antonin Escobar Orelbimi, quien ha cometido la infracción al

L<.< th>'7 jCmí>vstrju\ü fvrsigtie hnafmai.duJ r>iihÍH rj k' ^ hí^' \ '-a.,'n u >
i'<i 'liüí uc aúm'je como motnación p'X*ob(c im ajlm rcirthativo a '\ivor Selparticuior oncvoo-Jo toí scnsoo. es íú propia Administración
^^nbi'ca X encardada do esiatle-^ar la procedencia y nadiramia de ia sanción a 'mfn m r j¿i\ ¡me ia aanna. Je ser e¡ caso. Je mcao tal
üih< rmnpia con los/mespúbhoos antes citados \ Ke^íolucíó i í u ̂  crSOO v\: cnnüda el or.-ni VdSC per k\ Comisión de Protec.^n^o
di Coíí.^üTTdder VX Sede Central del Insíimto Nacional de u k de ia Competencut > de ia Proiccoion de la Propiedad Intelecmnl de



artículo 44 letra e) de la l.PC, con el iiri de evirar futuras conductas prohibidas en derrimento de los

consumidores y que adopte las medidas necesarias a efecto de dar cunipíimienio a las obügaciooes que

la impoBa lá. LPC.

Y es que. Lodo proveedor que ofrezca^ comercialice o venda bienes intcnuedios y finales de uso o .

de consumo y servicios, iicne prohibido realizar prácticas abusivas en perjuicio de los consumidores

mediante la utilización de ciialquicr maniobra o artificio para la conseciieiim de alza de precio de

alimentos, máxime cuando tal incremento se efectuó en el marco de vigencia de las once medidas^

urgentes de carácter temporal implcmentadas por el Gobierno que favorecían a la población, tendientes

a garaatizar el abastacimíanto y acceso a la saguridad alimentaria y que se trata de un agente económico »

que forma parte- de la cadena de valor del producto objeto de hallazgo, propietario del estableeimiento: [

''Distribuidora San Benito""' —así como de tres bodegas más— situación que no consta acreditada en el |

presente caso, ya que se ha acreditado que los consumidores finales que llegaron a abastecerse de mat'

blanco en el referido cstahlecimicnio, pagaron un precia de vema can im incremenío que na íiene

jMsíifiemién.

Por consiguiente, para la deteoBmacióñ y cuantifloación de la multa procedente, e^rc I ̂ ibunal debe

prever quev en el caso concreio, la comisión de la conducta infractora no resulte mas vcnt<i.josa para el

iiifractor que asumir la -canción correspondiente, como consecuencia de la misma.

DiaiCRMINAClÓN BE LA SANCIÓN Y CIJANTIFÍCACIÓN DE LA MLLTA

fe-ste TribunaL cu iho de la sana crítica articulo 146 ine. 4"^ de la LPG—> habiendo considerado

los elementos descritos en el romano aoterion procederá a realizar el calculo de la mulla a imponer al

señor José Antonio Escobar OrellaM, pues se ha determinado que éste ejecutó la practica abusiva,

consistenle en utilizar cualquier maiiit>hra o anJtlcio para la consecución de alza cié precio del aumenio: >

maiz bioMCú eo. coiitra.veíición a lo establecido en el artículo 18 letra h) de la LPC, confgyranct^^sc la

infracción al artículo 44 leti'a e) de la. misma ley.

En tal sentido, liabitudo concluido que la infracción cometida es una infracción muy grave,

sancionable con mulla de hasta 500 salarios mínimos urbanos del sector industria, conforme al artículo

47 de la LPC; que existió una aceptación de hechos por parte del proveedor; que con su Zictuñv ncgligcníc,

ejecutó practicas abusnas en perjuicio de los consumidores», mediante c! incremento injU':^tificado' del

precio de venta del mah hlonco, en contravención a lo establecido en el adicolo IH letra n) de la LPC,

que si bien no fue posible determinar el beneficio potencial que pudo obtener el proveedor por las ventas

concretadas respecto de infracción ai articulo 44 letra e) de la L<FG , tul conic; se señaló en kt letra

e) del romano IX de CsSia resolución, se lomó en cuenta el monto total de la venias obtenidas por el



producto con incremento, así como el perjuicio potencial de la conducta realizada por el proveedor,

misma que pone en riesgo el 4e:iBch.o a la alimentación adecuada, de los eoesumidoras., y que, el daño o

efecto causado en los coosumidores con dicha cond:o.cta ftie de carácter poteiiCi.al, es decir, que para la

configuración de la infracción no se requiere la comprobación de un, daño o afectación concreta eii un

pariicular sitio üue basta con la constatación dei incumpliinienti? Je la relacionada obligación legal: y

resulta razón tí k la ittiposición de una sanción proporcionar a la sola verificacióxi del aludido

quebraritammiito.

Por otra, parte, en el presente procedimiento al señor José .A,iit0élo Eicobmr Orellniia ha mostra.do

una conducta prócesal que evidencia el cumplimiento de su deber a prestar la colaboración que le es

requerida para eí buen desarroHo de los procedimientos (artículo 17 número 5 de la LFÁ), pues presentó

la información fínáBciera solicitada por asta autoridad sancionadora..

En línea con lo expuesto, es necesario señalar, que el principio de razona.bi!ídad establece que las

decisiones de la autoridad deben adoptarse dentro de los limites de sus facultades y manteniendo la

proporción entre los inedios a emplear y los fSnes públicos que debe tutelar. En coosecueocia., este

Iribunat considera que en el presente prpcedimiento administrativo sancionador resulta pertinente fijar

las .riiultas cuya cuantía resulte idónea, necesaria y praporcionai para, la consecución de los fines

constitucionalmente legítimos —efecto disuasorio—, previniendo asi, situaciones e.n donde la cooiisíóii

de las Gonducias prohibidas por, parte de los sujetos ioixactores resulta más beneficiosa que el

cimipriiiiiemo de la norma misma, lo cual a su vez podría llevar a incumplir la fmulidad de tutela de los

derechos da información y aconórn.Ícos de los consumidores,

A su vez, es importante tener en cuenta lo dispuesto eo el artículo 48 de la LPC, que establece que

cuando el proveedor resultare culpable de infracciones que afecten intereses colectivos o diilisos, la

ctiantía de ia muirá que deba impmwse, nmca será inferior al daño camado o a lo cobrado

mdebidmmníe, ni podrá exceder de 500Ú salarios mímmüs memuales urbanos en ia industria: así como

lo establecido en el inciso segii:n,d.o. del artículo 49 de la referida noroia que estipula: Se comiderm

agram€lús las infracciones que tiendan al aka de precios a acaparamiením de bienes y servicios en

époLU de esrmec o calamídMpública fi, J,

Por consiguiente, y conforme al análisis antes expuesto, considerando los principios de disuasión,

proporciooolidad y razoriabilidad que deben sustentar la imposiciDo de ,l.as sanciones, y de eonfonnidad

con lo regulado en el aiticulo ¡39 número 7 de la LFA este Tribunal Sancionador impone a! proveedor,

señor José Antonio Escobar Orellana, una m:ul,ta de ClfATEO MIL TRES€l£,\Tt>S OCHENTA

LX)LAEFS re los EST.VIJOS LNIDOS DE AMÉRICA atontes a O salarios

; nnmmos urbanos dci sector industria, por la comisión de ia kiffaccioii reaulada en ei artículo 44 letra e)
i
de ia LFC que: determ.ma '^Son m,fraccioiies muy graves e) f..j realtar práciicm abusivas en
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perjuicio de los consumidores en relación al artículo 18 letra h) de la misma ley, que establece

que son prácticas abusivas y por tanto está prohibido: " Utilizar cualquier maniobra o artificio para ¡a

consecución de alza de precios o acaparamiento de alimentos, artículos de primera necesidad y de

servicios esenciales (...), multa que representa el 0J¡4% porcentaje de la multa máxima aplicable.

Cabe destacar, que el referido porcentaje de multa es inferior en comparación al margen máximo

estipulado por ley como consecuencia de la comisión de la misma en casos colectivos, es decir, 5000

salarios mínimos urbanos en la industria, siendo, ajuicio de este Tribunal, proporcionales a la gravedad

que comportan los hechos, según las circunstancias objetivas y subjetivas previamente analizadas.

XI. DECISION

Por tanto, de confonnidad a lo expuesto y con fundamento en los artículos 11, 14, 101 inciso 2° de

la Constitución de la República; 83 letra b); y 144 y siguientes de la LPC; este Tribunal RESUELVE:

a) Téngase por recibido el escrito presentado el día 12/10/2023 por el señor José Antonio Escobar

Orellana, en su calidad de proveedor denunciado, que consta agregado a folios 323-325, junto

con la documentación de folios 326-333 y el dispositivo USB de folio 333 todos del tomo II.

b) Dese intervención al proveedor denunciado, señor José Antonia Escobar Orellana; y téngase

por contestada la audiencia conferida al referido proveedor en los términos expuestos en el
escrito que antecede.

c) Desestímese la presunta configuración de la infracción prevista en el artículo 44 letra e) de la

LPC en relación al artículo 18 letra h) de la misma \Qy, por supuestamente realizar prácticas

abusivas en perjuicio de los consumidores, por el incremento del precio del producto: frijol

rojo, {...), por las razones expuestas en la letra B numeral 3 romano Vil de esta resolución.

d) Absuélvase al señor José Antonio Escobar Orellana, de la supuesta comisión de la infracción

consignada en el artículo 44 letra e) en relación al articulo 18 letra h), ambo.s de la LPC,

únicamente en lo relacionado con el producto; frijol rojo, conforme al análisis expuesto en la

letra B numeral 3 romano Vil de la presente resolución.

e) Sanciónese al señor José Antonio E.scobar Orellana, con la cantidad de CUATRO .VÍIL
TRESCIENTOS OCHENTA DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

(S4v380.00), equivalentes a 12 salarios mínimos urbanos del sector industria D.E, N° 10 del
07/07/2021, publicado en el D. O. N° 129, Tomo N° 432 de la misma fecha- , por la comisión
de la infracción regulada en el artículo 44 letra e) en relación al articulo 18 letra h) ambos de la
UPC, por ejecutar prácticas abusivas en perjuicio de los consumidores mediante la utilización
de maniobras o artificios para el alza de precio del alimento: maíz blanco sin justificación
alguna, conforme ai análisis expuesto en la letra B, numeral l y 2 del romano VII de la
presente resolución.
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Dicha multa deberá hacerse efectiva en la DireccitSn General de 1 e oren t del Ministerio de

Hacienda, dentro de los diez días hábiles siguientes al cíe la aotillcación de esta resolación,

debiendo comprobar a este Tribunal su cumplimiento dentro del pla/.t^ indicado; caso contrario,
ia Secretaría de este Tribunal certificará la preserate resolució» para ser remitida a la

Fiscalía General de la República para su ejecución forzosa,

f) .Extiéndase copia eertificada de ia presente resolución a la Presidencia de la De,feasoría del
Consumidor en su calidad de denunciante,

g) Tome nota la Secretaría de este Tribunal de la dirección de conreo electrónico señalado por el
proveedor, señor José Antonio Escobar Orellana pata recibir actos de comunicación,

h) Hágase del conocimiento de los iiitervinientes, en cumplimiento al artículo 104 de !a LPA, que

la presente resolución al ser emitida en tui procedimiento simplificado, no admite recurso de

reconsideración, de cuntoimidad con lo expuesto en el artículo 158 N° 5 de la l.,PA.

i) \ gtftqitt

>■

José Leoisick Castro Pablo Jo.sé'telaya Melcndez Juan Carlos Ramir o cniie
Presidente *'* Primer vocal Segi t do v a

PRO-N~UNCL4,DA POR LOS .MÍEMBROS PEL TRIB'CNAL-' SaNCIONAíHíR A'? '
DF.FEXSORÍA DEL COXSÜMDOR QUE L.\ SESCRIBEN.

CM

/
/

•  , o,- Jj /

■  / .
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